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Procesado: HFTV y otros
Delito: Trata de personas agravado y otros
Asunto: Definición de competencia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEFINICIÓN DE COMPETENCIA / CONCIERTO PARA DELINQUIR CON FINES DE TRATA DE PERSONAS / CORRESPONDE A LOS JUECES PENALES DE CIRCUITO ESPECIALIZADOS.
Esta Corporación debe determinar si en el presente caso puede existir variación de la competencia atendiendo el factor territorial, teniendo en cuenta que el Juez Promiscuo del Circuito de Quinchía consideró que carecía de competencia para adelantar el trámite del proceso, ya que de conformidad con lo plasmado en el escrito de acusación, la FGN adicionaría los delitos de trata de personas agravado y concierto para delinquir agravado, los cuales son de resorte de los Juzgados Penales del Circuito Especializados. (…)
De conformidad con lo expuesto en el escrito de acusación se infiere que en el caso objeto de estudio los hechos objeto de investigación… acontecieron en el municipio de Quinchía…
Respecto a los señores… se dijo que estos sujetos eran los presuntos responsables de haber demandado, contratado y pagado por tener encuentros sexuales con las jóvenes víctimas.

En atención a dichas manifestaciones y a la imputación realizada a cada uno de los acusados, se puede inferir que la FGN viene investigando a unas personas que había concertado esfuerzos y voluntades para cometer los delitos de trata de personas agravado, inducción a la prostitución, proxenetismo con menor de edad, estímulo a la prostitución de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años y pornografía con menor de 18 años, y suministro a menor. (…)
El artículo 35 del CPP hace referencia a la competencia de los jueces penales del circuito especializados en los siguientes términos: 

“ARTÍCULO 35. DE LOS JUECES PENALES DE CIRCUITO ESPECIALIZADOS.  Los jueces penales de circuito especializado conocen de: (…)

“17. Concierto para delinquir agravado según el inciso 2o. del artículo 340 del Código Penal. (…)”

En el caso objeto de estudio, la norma que se encontraba vigente al momento de la presunta comisión de las conductas punibles investigadas, es decir para el año 2016, era la que había sido introducida a través de la reforma realizada a dicho artículo mediante la ley 1121 de 2006, que no contemplaba la trata de personas como agravante de la conducta punible de concierto para delinquir que fue incluida en la reforma introducida en la Ley 1908 de 2018.

En ese sentido se debe advertir que a través de la modificación y ampliación del tipo penal que se dio con la expedición de la ley 1908 de 2018, el delito de concierto para delinquir se encuentra agravado cuando las personas se concretan para incurrir entre otros, en el ilícito de trata de personas. (…)
Como en la actualidad el delito de concierto para delinquir con fines de trata de personas se encuentra previsto en el inciso 2º del artículo 340 del CPP, la competencia para asumir el conocimiento de la actuación mutó a los juzgados penales del circuito especializados tal y como lo establece el precitado artículo 35 de la Ley 906 de 2005.

En consecuencia, no queda otro camino que definir que la competencia para adelantar la presente investigación radica en los juzgados penales del circuito especializados de esta ciudad.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA.
SALA PENAL

M P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, treinta (30) de agosto de dos mil diecinueve (2019)
Acta No. 758
Hora: 2:00 p.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR 
Conoce la Sala de la solicitud de definición de competencia formulada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, con respecto al proceso que se adelanta en contra de HFTV, Martha Rocío Trejos Trejos, Ferney de Jesús Zuluaga Álvarez, Jorge Evelio Trejos, John James Becerra Tapasco, José Luis Hincapié Ladino, John Jairo Arenas Restrepo, Gilberto de Jesús Betancurt, López, Wilmer Antonio Bermúdez Maldonado, Aicardo de Jesús González Álvarez, por los delitos de concierto para delinquir, trata de personas agravado, inducción a la prostitución, proxenetismo con menor de 14 años, estímulo a la prostitución de menores, demanda de explotación sexual, comercial con menor de 18 años de edad, pornografía con menores de 18 años, y suministro a menor. 
2. ANTECEDENTES

2.1 El supuesto fáctico del escrito de acusación es el siguiente: 
“La presente investigación tuvo origen a través Informe Ejecutivo de fecha 18 de febrero 2017 mediante el cual informan sobre la ocurrencia de una serie de delitos que están ocurriendo en el municipio de Quinchia desde aproximadamente el año 2016, delitos de cuales son víctimas niñas y adolescentes de este municipio, actividad que estaría liderada por una persona conocida como el sastre HFTV.

En las diligencias aportadas en este informe se da a conocer la participación de al menos 6 personas que fueron identificadas.

Así mismo en entrevista realizada a Yeison Sebastián Porras informo que por medio de una persona que conoce como Alcibíades le presentó al sastre quien le ofreció el servicio de encuentros sexuales con menores de edad o con mujeres menores de edad y para ello le enseñó fotos que las tenía guardadas en el teléfono y en memorias micro SD.

Una vez recibida esta información se inician todas las labores de verificación y todas las labores investigativas tendientes a individualizar a los autores como también la ubicación de los inmuebles utilizados para este ilícito.

Es así como se entrevistan a dos menores víctimas de estos delitos quienes brindaron información de las personas que cometen estos ilícitos; estos son: El Sastre, Pangara, Angélica, José Luis, James y Bernardo. A través de entrevistas, y demás labores, se corrobora esta información.

En las actividades investigativas realizadas, como lo son entrevistas obtenidas y otras actividades, se logró identificar a las siguientes personas:

1. Gilberto de Jesús Betancurt López Bernardo

2. José Luis Hincapié Hernández.

3. HFTV El Sastre.

4. Aicardo González Alvares Pangara.

5. Ferney Zuluaga Álvarez

6. Jhon Jairo Arenas Restrepo Jhon Rifas

En entrevista a la menor M.C.E.M dio a conocer y reconoció a las personas con las que sostuve relaciones sexuales a cambio de dinero y manifiesta que esto empezó con el sastre y que su primera relación sexuales (sic) a cambio de dinero la hizo con una persona conocida como “Jhon Rifas” cuando ella tenía 13 años de edad, en una pieza que alquilo el sastre a “Jhon Rifas”, luego de llevar a cabo varias actividades de policía judicial se logra la identificación e individualización de las siguientes personas:

1. HFTV. Alias El Sastre.

2. Gilberto de Jesús Betancurt López. Alias Bernardo

3. José Luis Hincapié Hernández.

4. Aicardo González Alvares. Alias Pangara.

5. Ferney Zuluaga Álvarez

6. Jhon Jairo Arenas Restrepo. Alias Jhon Rifas

7. Jhon James Becerra.

8. Martha Roció Trejos Trejos. Alias Angélica.

9. Jorge Evelio Trejos.

10. Wilmer Antonio Bermúdez Maldonado.

11 .Jorge Carlos Aramendtz Uribe. Alias “El profe”

12. Alcibíades Alarcón Gómez. Alias “Alcides”

(…)”

2.2 De conformidad con ese mismo documento, Las audiencias preliminares se llevaron a cabo el 1º de agosto de 2018 ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, acto en el cual la FGN le formuló imputación a los señores HFTV, Martha Rocío Trejos Trejos, Ferney de Jesús Zuluaga Álvarez, Jorge Evelio Trejos, John James Becerra Tapasco, José Luis Hincapié Ladino, John Jairo Arenas Restrepo, Gilberto de Jesús Betancurt, López, Wilmer Antonio Bermúdez Maldonado, Aicardo de Jesús González Álvarez, en los siguientes términos: 
“HFTV (…) los delitos Inducción a la prostitución artículo 213 C.P; Proxenetismo con menor de edad artículo 213-A C.P., verbos rectores organizar, facilitar o participar. Estímulo a la prostitución de menores artículo 217 C.P., verbos rectores destinar y arrendar. Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C.P, verbos rectores solicitar o demandar. Pornografía con menor de 18 años artículo 218 C.P., verbos rectores almacenar y ofrecer. Suministro a menor artículo 381 C.P. verbos rectores suministrar o facilitar, en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numerales 2 motivo abyecto, fútil...10 obrar en coparticipación criminal.

MARTHA ROCIO TREJOS TREJOS (…) los delitos de Proxenetismo con menor de edad artículo 213 A C. P., verbo rector participar. Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C.P., verbos rectores participar directamente o a través de tercero, solicitar o demandar. Suministro a menor artículo 381 C P. verbos rectores suministrar o facilitar, en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 2 10 obrar en coparticipación criminal. A título de coautora.

FERNEY DE JESÚS ZULUAGA ALVAREZ, (…) por los delitos de Proxenetismo con menor de edad artículo 213 A C. Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C.P., verbos rectores participar directamente o a través de tercero, solicitar o demandar, Suministro a menor artículo 381 C Penal verbos rectores suministrar o facilitar, en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar en coparticipación criminal. A título de coautor.

JORGE EVELIO TREJOS (…) por los delitos de Proxenetismo con menor de edad artículo 213 A C. Penal, verbo rector participar de tener eventos sexuales con menor de edad, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C.Penal, verbos rectores participar directamente o a través de tercero, solicitar o demandar, Suministro a menor artículo 381 C Penal verbos rectores suministrar o facilitar sustancia estupefacientes, en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar en coparticipación criminal. A título de coautor. 
JOHN JAMES BECERRA TAPASCO (…) por los delitos de Proxenetismo con menor de edad artículo 213 A C. Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C. Penal, verbos rectores participar directamente o a través de tercero, solicitar o demandar, en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar en coparticipación criminal. A título de coautor material de los hechos.

JOSÉ LUIS HINCAPIE LADINO (…) por los delitos de Proxenetismo con menor de edad artículo 213 A C. Penal, verbo rector participar de tener relaciones sexuales con menor de edad, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C.Penal, verbos rectores solicitar o demandar, en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar en coparticipación criminal. A título de coautor de la conducta delictiva.

JOHN JAIRO ARENAS RESTREPO (…) por los delitos de Proxenetismo con menor de edad artículo 213 A C. Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C.Penal, verbos rectores solicitar o demandar, Suministro a menor artículo 381 C Penal verbos rectores suministrar sustancia estupefaciente a menor de edad, en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar en coparticipación criminal.

GILBERTO DE JESÚS BETANCURTH LÓPEZ (…) por los delitos de Proxenetismo con menor de edad artículo 213 A C. Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C.Penal, verbos rectores solicitar o demandar, en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar en coparticipación criminal.

WILMER ANTONIO BERMÚDEZ MALDONADO (…) por los delitos de Proxenetismo con menor de edad artículo 213 A C. Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C.Penal, verbos rectores participar, solicitar o demandar, Suministro a menor artículo 381 C Penal verbos rector suministrar, en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar en coparticipación criminal. A título de coautor.

AICARDO DE JESÚS GONZÁLEZ ÁLVAREZ (…) por los delitos de Proxenetismo con menor de edad artículo 213 A C. Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C.Penal, verbos rectores solicitar o demandar, Suministro a menor artículo 381 C Penal verbos rectores suministrar, en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar en coparticipación criminal.

2.3 El día 28 de noviembre de 2018 la FGN radicó el escrito de acusación ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, en el que se indicó que sería variada la acusación, ya que con base en los hechos investigados, los EMP y la EF obtenida, se podía inferir que en el presente asunto además se configuraban los delitos de trata de personas agravado (art. 188A, 188B numeral 1) y de concierto para delinquir agravado. En ese sentido, el ente investigador plasmó lo siguiente en dicho escrito: 

“De los hechos sucedidos, de las conductas de los imputados y de los elementos materiales probatorios, evidencia física e información legalmente obtenida se ha podido evidenciar fehacientemente que la actuación de los imputados encuadra perfectamente en los siguientes tipos penales y miremos por qué.

ARTÍCULO 188-A. TRATA DE PERSONAS. Artículo modificado por el artículo 3 de la Ley 985 de 2005. El nuevo texto es el siguiente: El que capte, traslade, acoja o reciba a una persona, dentro del territorio nacional o hacia el exterior, con fines de explotación, incurrirá en prisión de trece (13) a veintitrés (23) años y una multa de ochocientos (800) a mil quinientos (1,500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
Para efectos de este artículo se entenderá por explotación el obtener provecho económico o cualquier otro beneficio para sí o para otra persona, mediante la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre, la explotación de la mendicidad ajena, el matrimonio servil, la extracción de órganos, el turismo sexual u otras formas de explotación.

El consentimiento dado por la víctima a cualquier forma de explotación definida en este artículo no constituirá causal de exoneración de la responsabilidad penal.

La trata de personas, prevista en el artículo 188 A del Código Penal, adicionado por la Ley 747 de 2002 y modificado por la Ley 985 de 2005, es conducta punible que actualmente se encuentra ubicada en el capítulo de delitos contra la autonomía personal, sin perjuicio de su carácter pluriofensivo. Incurre en ella: “El que capte, traslade, acoja o reciba a una persona, dentro del territorio nacional o hacia el exterior, con fines de explotación (...)”. Tal explotación puede ser de diferente índole, pues normativamente se encuentra definida como:

(...) el obtener provecho económico o cualquier otro beneficio para sí o para otra persona, mediante la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre, la explotación de la mendicidad ajena, el matrimonio servil, la extracción de órganos, el turismo sexual u otras formas de explotación. (Inciso segundo del artículo 188 A del Código Penal).

Conforme al diccionario de la Real Academia Española captar es atraer a alguien o ganar su voluntad.

Pues bien, mediante la Ley 800 de 2003 el Congreso Nacional aprobó la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, complementario de aquella.

Conforme al artículo 3o de dicho protocolo, en general se entiende por trata de personas “(...) la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación” (literal a). Pero: “La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un niño con fines de explotación se considerará trata de personas incluso cuando no se recurra a ninguno de los medios enunciados en el apartado a) del presente artículo” (literal b), entendiéndose por niño toda persona menor de 18 años (literal d).

Desde esa perspectiva, y puesto que, a voces del artículo 2-4 de la Ley 985 de 2005, sus preceptos deben ser interpretados de manera coherente con la Ley 800 de 2003, como en el presente caso las víctimas eran menores de edad, no es exigible que hubiera mediado violencia u otro de los medios atrás indicados.

Además, como expresamente lo dispone el inciso final del artículo 188 A del estatuto penal sustantivo: “El consentimiento dado por la víctima a cualquier forma de explotación definida en este artículo no constituirá causal de exoneración de la responsabilidad penal”.

Se percibe, entonces, que fueron atraídas, engañadas, convencidas, aprovecharon su condición de menor de edad y su estado de vulnerabilidad, hasta que se dedicaron a la prostitución. Igualmente, es patente el fin último de lucro, de lo que cobraban por sus servicios, el uso del cuarto, sin contar con que alrededor existían más elementos que completan el panorama, como el suministro de sustancias estupefacientes.

De especial relevancia resulta mencionar que el delito de trata de personas “no requiere que se obtenga el fin de explotar a la víctima para la configuración del tipo, por cuanto basta la realización de alguno de los verbos rectores para la configuración del delito”, aunque “debe existir un riesgo inminente, próximo, real y efectivo de que el hecho de vulneración ocurra”, lo cual implica que “se prescinde del acaecimiento del resultado para tipificar la conducta como punible”, es decir, que “la conducta es típica así no se concrete el resultado, intención o finalidad de explotación” 

En este orden de ideas, la condición de víctima de la trata de personas tampoco depende de que se concrete la finalidad buscada por los sujetos activos del ilícito, debiéndose destacar que el impacto del comportamiento ilícito es de tal magnitud que “las víctimas enfrentan traumas u otros daños derivados de las vulneraciones de sus derechos que suelen prolongarse por muchos años” , como también se hizo constar en la exposición de motivos del Proyecto de Ley No 17 de 2004/ Senado, en el que tuvo su origen la Ley 985 de 2005, al indicar que a las víctimas “una gran gama de derechos se les violan antes, durante y después de la situación de tráfico” .

Se hace énfasis en que “cuando los sujetos objeto del tráfico son personas menores de edad, además de los derechos vulnerados anteriormente, se transgreden los derechos fundamentales de los niños, mencionados en el artículo 44 de la Constitución Política, como son el derecho a la integridad física, la salud, la seguridad social, el derecho a tener una familia, el cuidado, el amor y la educación entre otros derechos”.

(…)

Igualmente concurre una circunstancia de agravación punitiva, establecido en el siguiente artículo.

ARTÍCULO 188-B. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. Artículo adicionado por el artículo 3 de la Ley 747 de 2002. El nuevo texto es el siguiente: Las penas para los delitos descritos en el artículo 188 y 188-A, se aumentará de una tercera parte a la mitad, cuando:

1. (...) o sea menor de 18 años.

De acuerdo a los registros civiles de nacimiento, está despejado que las menores víctimas afectadas eran menores de edad, o sea menores de 18 años al momento que fueron explotadas sexualmente.

Entonces está claro que acá si hubo una trata de personas en los alcances de la norma en comento, pues hubo una captación, es decir, los imputados se ganaban su voluntad y las atraían con dinero, con dádivas, hasta con estupefacientes para que las menores tuvieran sus relaciones sexuales y a la vez las explotaban sexualmente llevándolas a la prostitución, todos con fundamento en la organización que existía para tal fin.

Con este nuevo tipo penal, se les ampliará su imputación.

Ahora bien, de acuerdo también de los elementos materiales probatorios, evidencia física e información legalmente obtenida en el presente asunto, se evidencia con probabilidad de verdad que las personas imputadas se concertaron para cometer delitos, hubo acuerdo de voluntades entre ellos para acceder carnalmente a las menores y explotarlas sexualmente, tal como se ha evidenciado.

Miremos a continuación el tipo penal:
ARTICULO 340. CONCIERTO PARA DELINQUIR. Artículo modificado por el artículo 5 de la Ley 1908 de 2018. El nuevo texto es el siguiente: Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, cada una de ellas será penada, por esa sola conducta, con prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) meses.

Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada, tortura, desplazamiento forzado, tráfico de niñas, niños y adolescentes, trata de personas. del tráfico de migrantes, homicidio, terrorismo, tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, drogas tóxicas o sustancias sicotrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos, o financiación del terrorismo y de grupos de delincuencia organizada y administración de recursos relacionados con actividades terroristas y de la delincuencia organizada, ilícito aprovechamiento de los recursos naturales renovables, contaminación ambiental por explotación de yacimiento minero o hidrocarburo, explotación ilícita de yacimiento minero y otros materiales, y delitos contra la administración pública o que afecten el patrimonio del Estado, la pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho (18) años y multa de dos mil setecientos (2.700) hasta treinta mil (30.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

La pena privativa de la libertad se aumentará en la mitad para quienes organicen, fomenten, promuevan, dirijan, encabecen, constituyan o financien el concierto para delinquir o sean servidores públicos. (...)

El concierto para delinquir en términos generales se define como la celebración, por parte de dos o más personas de un convenio, de un pacto, cuya finalidad trasciende el mero acuerdo para la comisión de un determinado delito5, se trata de la organización de dichas personas en una societas sceleris, con el objeto de asumir con proyección hacia el futuro la actividad delictiva como su negocio, como su empresa, la cual, valga aclararlo, dado su objeto ilícito se aparta de los postulados del artículo 333 de la Carta Política que la reivindica y protege; lo anterior significa que no existe acuerdo previo entre sus miembros sobre los delitos específicos que cometerán, como tampoco sobre el momento, el lugar o las personas o bienes que se afectarán, si sobre lo que será su actividad principal: delinquir.

"El complot, o acuerdo de varias personas para llevar a cabo determinada actividad criminosa de la cual resulten cometidos varios delitos, no constituye asociación para delinquir, pues no todo concurso de tres o más personas en la realización de dos o más delitos implica la ocurrencia de aquella infracción, pues la asociación para delinquir requiere, cabe repetirlo, que el acuerdo se refiera a delitos indeterminados, no solamente en la especie, sino en el tiempo, en el modo, en el lugar y en las personas o bienes cuyo daño se busca, lo cual conlleva que el convenio no tenga un carácter momentáneo, sino que debe estar determinado por un móvil de permanencia.''

Es decir, que la organización delictiva se establece con ánimo de permanencia, que el pacto o acuerdo que celebran sus integrantes es para desarrollar actividades contrarias a la ley, previa distribución entre sus miembros de acciones y responsabilidades que se complementan para alcanzar un fin:

"...no hay que confundir el acuerdo entre dos o más personas para cometer un delito con la societas sceleris que supone una verdadera organización, es decir un encuentro de voluntades para la realización de un programa delictuoso de carácter permanente y acompañado de la disposición previa de los medios, de la distribución de tareas entre los asociados y de un fin común." 

Este tipo de organizaciones al margen y contra la sociedad, cuyo objeto específico es transgredir el ordenamiento jurídico, obviamente constituyen un peligro para la tranquilidad colectiva y atenían contra la libertad individual y la integridad y formación sexuales y por supuesto la seguridad pública, que son precisamente los bienes jurídicos que se pretenden proteger con su represión y castigo.

Así, se puede concluir que el concierto para delinquir exige entonces tres elementos constitutivos esenciales: el primero la existencia de una organización que con carácter permanente tenga como objetivo lesionar intereses o bienes jurídicos indeterminados; el segundo que los miembros de dicha organización lo sean en virtud de un acuerdo de voluntades que los une para alcanzar dicho objetivo; y el tercero que la expectativa de la realización de las actividades que se proponen sus miembros, pongan en peligro o alteren la seguridad pública.

El delito de concierto para delinquir, presupone la existencia de una organización, conformada por un grupo de personas que se han puesto de acuerdo o han convenido llevar a cabo un número plural de delitos y de este modo lesionar o poner en peligro indistintamente bienes jurídicos.

En consecuencia, lo esencial en el concierto para delinquir es la organización de una empresa criminal sin que sea necesario para su configuración alcanzar el cumplimiento de los fines criminales propuestos por la organización, por lo cual se consuma con el sólo acuerdo, pues se trata de un delito de peligro contra la seguridad pública. En este sentido, el concierto para delinquir es un delito independiente y distinto de los delitos específicos que comete la organización, los cuales podrán ser sancionados de manera autónoma.

Y
 efectivamente los imputados se ponían de acuerdo para satisfacerse sexualmente con las menores de edad, pagando por sus servicios.

Como se puede observar no son hechos nuevos lo que adiciona la fiscalía en su acusación, ni significa que no exista el principio de congruencia entre lo factico y lo jurídico, pues lo que se agrega o se adiciona en el presente asunto son los artículos 188-A, 188-B con circunstancias de agravación punitiva, por cuanto las víctimas eran menores de 18 años y 340 consagrados en el código penal y que se desprenden los EMP y EF obtenidos legalmente durante toda la investigación y que se deducen de los hechos que existen en el plenario plenario y que fueron dados a conocer ante el juez de garantías en las audiencias preliminares.

Con esta nueva situación la fiscalía ampliará la imputación a los acá implicados con este nuevo tipo penal.

Ahora bien, la formulación de imputación se constituye en un condicionante fáctico de la acusación —o del allanamiento o del preacuerdo—, sin que los hechos puedan ser modificados, estableciéndose así una correspondencia desde la arista factual, lo cual implica respetar el núcleo de los hechos, sin que ello signifique la existencia de un nexo necesario o condicionante de índole jurídica entre tales actos.

La Corte Suprema de Justicia ha manifestado que le está vedado a la Fiscalía al momento de presentar el escrito de acusación, adicionar gradualmente hechos nuevos que no se hayan ventilado en la audiencia de imputación lo cual implica respetar el núcleo de los hechos, sin que ello signifique la existencia de un nexo necesario o condicionante de índole jurídica entre tales actos.  Se ha hecho énfasis en el principio de coherencia a fin que a lo largo del diligenciamiento se preserve el núcleo fáctico entre los actos de formulación de imputación y acusación.

Con esta perspectiva, la Sala más allá del principio de congruencia que se materializa desde el acto de acusación al definir los aspectos material, jurídico y personal del objeto del proceso los cuales se reflejarán en la sentencia, ha hecho énfasis en el principio de coherencia a fin que a lo largo del diligenciamiento se preserve el núcleo fáctico entre los actos de formulación de imputación y acusación, estándole vedado al ente investigador adicionar gradualmente hechos nuevos. 

Y por supuesto acá no se está agregando hechos nuevos, pues son los mismos que existen y su variación es puramente jurídica.

Formulación de acusación:

Por lo anterior y en ejercicio de lo preceptuado en el artículo 336 del Código de Procedimiento Penal, me permito conforme a las reglas propias del juicio ACUSAR, a los siguientes imputados:

HFTV, alias el “sastre" identificado con la cédula de ciudadanía número 9.892.501 expedida en Quinchía, en calidad de COAUTOR y a título de DOLO de la probable comisión de los delitos contenidos en el Código Penal, así: Inducción a la prostitución artículo 213 C. Penal; Proxenetismo con menor de edad artículo 213 A C. Penal; verbos rectores organizar, facilitar o participar, Estimulo a la prostitución de menores, artículo 217 C. Penal, verbos rectores destinar y arrendar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C. Penal, verbos rectores solicitar o demandar; Pornografía con menor de 18 años artículo 218 C. Penal, verbos rectores almacenar y ofrecer, Suministro a menor artículo 381 C. Penal verbos rectores suministrar o facilitar, Trata de personas, art. 188-A, con circunstancias de Agravación Punitiva consagrado en el art. 188-B No. 1; y Concierto para Delinquir Agravado art. 340 inc. 2o, de la misma normatividad penal; en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numerales 2o y 10.- obrar en coparticipación criminal

MARTHA ROCIO TREJOS TREJOS, alias "angélica” identificada con la cédula de ciudadanía número 33.916.484 expedida en Quinchía, en calidad de COAUTORA y a título de DOLO de la probable comisión de los delitos contenidos en el Código Penal, así: Proxenetismo con menor de edad artículo 213 A C. Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C. Penal, verbos rectores, solicitar o demandar, Suministro a menor artículo 381 C. Penal verbos rectores suministrar o facilitar, Trata de personas art. 188-A, con circunstancias de Agravación Punitiva consagrado en el art. 188-B No. 1; y Concierto para Delinquir Agravado art. 340 inc 2o. De la misma normatividad penal; en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar en coparticipación criminal.

FERNEY DE JESÚS ZULUAGA ÁLVAREZ, identificado con la cédula de ciudadanía número 15.922.761 expedida en Riosucio Caldas, en calidad de COAUTOR y a título de DOLO de la probable comisión de los delitos contenidos en el Código Penal, así: Proxenetismo con menor de edad artículo 213-A C. Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C. Penal, verbos rectores , solicitar o demandar, Suministro a menor artículo 381 C. Penal verbos rectores suministrar o facilitar, Trata de personas, art. 188-A, con circunstancias de Agravación Punitiva consagrado en el art. 188-B No. 1; y Concierto para Delinquir Agravado art. 340 inc 2. De la misma normatividad penal; en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar.- en coparticipación crimina.
JORGE EVELIO TREJOS, identificado con la cédula de ciudadanía número 9.892.772 expedida en Quinchía Risaralda, en calidad de COAUTOR y a título de DOLO de la probable comisión de los delitos contenidos en el Código Penal, así: Proxenetismo con menor de edad artículo 213-A C. Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C. Penal, verbos rectores, solicitar o demandar, Suministro a menor artículo 381 C Penal verbos rectores suministrar o facilitar sustancia estupefacientes; Trata de personas, art. 188-A, con circunstancias de Agravación Punitiva consagrado en el art. 188-B No. 1; y Concierto para Delinquir Agravado art. 340 inc 2o, de la misma normatividad penal; en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar.- en coparticipación criminal. 
JOHN JAMES BECERRA TAPASCO, identificado con la cédula de ciudadanía número 10.022.236 expedida en Pereira Risaralda, en calidad de COAUTOR y a título de DOLO de la probable comisión de los delitos contenidos en el Código Penal, así: Proxenetismo con menor de edad artículo 213-A C. Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C. Penal, verbos rectores, solicitar o demandar, Trata de personas, art. 188-A, con circunstancias de Agravación Punitiva consagrado en el art. 188-B No. 1; y Concierto para Delinquir Agravado art. 340 inc 2o, de la misma normatividad penal; en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar.- en coparticipación criminal. 
JOSÉ LUIS HINCAPIE LADINO, identificado con la cédula de ciudadanía número 9.893.228 expedida en Quinchía Risaralda, en calidad de COAUTOR y a título de DOLO de la probable comisión de los delitos contenidos en el Código Penal, así: Proxenetismo con menor de edad artículo 213 A C. Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C. Penal, verbos rectores solicitar o demandar, Trata de personas, art. 188-A, con circunstancias de Agravación Punitiva consagrado en el art. 188-B No. 1; y Concierto para Delinquir Agravado art. 340 inc 2o, de la misma normatividad penal; en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar.- en coparticipación criminal
JOHN JAIRO ARENAS RESTREPO, identificado con la cédula de ciudadanía número 8.459.311expedida en Fredonia Antioquia, en calidad de COAUTOR y a título de DOLO de la probable comisión de los delitos contenidos en el Código Penal, así: Proxenetismo con menor de edad artículo 213-A C. Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C. Penal, verbos rectores solicitar o demandar, Suministro a menor artículo 381 C. Penal verbos rectores suministrar o facilitar, Trata de personas, art. 188-A, con circunstancias de Agravación Punitiva consagrado en el art. 188-B No. 1; y Concierto para Delinquir Agravado art. 340 inc 2°, de la misma normatividad penal; en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar.- en coparticipación criminal. 
GILBERTO DE JESÚS BETANCURTH LOPEZ, identificado con la cédula de ciudadanía número 9.892.190 expedida en Quinchia Risaralda, en calidad de COAUTOR y a título de DOLO de la probable comisión de los delitos contenidos en el Código Penal, así: Proxenetismo con menor de edad artículo 213-A C.Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C.Penal, verbos rectores solicitar o demandar, Trata de personas, art. 188-A, con circunstancias de Agravación Punitiva consagrado en el art. 188-B No. 1; y Concierto para Delinquir Agravado art. 340 inc 2o, de la misma normatividad penal; en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar.- en coparticipación criminal. 
WILMER ANTONIO BERMÚDEZ MALDONADO, identificado con la cédula de ciudadanía número 9.890.855 expedida en Quinchia Risaralda, en calidad de COAUTOR y a título de DOLO de la probable comisión de los delitos contenidos en el Código Penal, así: Proxenetismo con menor de edad artículo 213-A C. Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C. Penal, verbos rectores solicitar o demandar, Suministro a menor artículo 381 C Penal verbo rector suministrar, Trata de personas, art. 188-A, con circunstancias de Agravación Punitiva consagrado en el art. 188-B No. 1; y Concierto para Delinquir Agravado art. 340 inc 2o, de la misma normatividad penal; en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar.- en coparticipación criminal. 
AICARDO DE JESÚS GONZÁLEZ ÁLVAREZ, identificado con la cédula de ciudadanía número 8.459.996 expedida en Fredonia Antioquia, en calidad de COAUTOR y a título de DOLO de la probable comisión de los delitos contenidos en el Código Penal, así: Proxenetismo con menor de edad artículo 213-A C. Penal, verbo rector participar, Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años, artículo 217A C. Penal, verbos rectores solicitar o demandar, Suministro a menor artículo 381 C. Penal verbo rector suministrar, Trata de personas, art. 188-A, con circunstancias de Agravación Punitiva consagrado en el art. 188-B No. 1; y Concierto para Delinquir Agravado art. 340 inc 2°, de la misma normatividad penal; en concurso heterogéneo con circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numeral 10 obrar.- en coparticipación criminal.

Así las cosas y atendiendo el contenido del artículo 336 del Código de Procedimiento Penal, y estando dentro del término legal -Art. 49 Ley 1453 del 24 de junio de 2011-, se presenta ante el Juez de Conocimiento el presente escrito de acusación para que adelante el correspondiente juicio oral, por cuanto existen elementos probatorios y evidencias físicas e información legalmente obtenida, que se puede inferir con probabilidad de verdad, que las conducta delictivas existieron y que los acá imputados son los presuntos autores y responsable de las conductas endilgadas, en perjuicio de la libertad individual y de la libertad, integridad y formación sexual de las menores víctimas; por lo tanto, se debe llamar a juicio oral y dese lo previsto en el artículo 338 del CPP.”
2.4 El Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía mediante auto del 5 de diciembre de 2018 declaró su incompetencia para dar trámite a la investigación de la referencia, teniendo en cuenta que de conformidad con lo previsto en el artículo 35 de la Ley 906 de 2004, algunos de los delitos imputados a los procesados eran de los jueces penales del circuito especializados. 
Con base en lo contemplado en el artículo 54 del CPP remitió las diligencias a esta Corporación para que se definiera cuál autoridad era la competente para adelantar la actuación. 

3. CONSIDERACIONES
3.1 Las solicitudes sobre definición de competencia se encuentran reguladas por el artículo 54 de la ley 906 de 2004, el cual dispone que en caso de que el juez considere que es incompetente para impulsar el proceso, o así lo manifieste la defensa, el expediente debe ser remitido al funcionario que deba definirla.

3.2 Problema jurídico 

Esta Corporación debe determinar si en el presente caso puede existir variación de la competencia atendiendo el factor territorial, teniendo en cuenta que el Juez Promiscuo del Circuito de Quinchía consideró que carecía de competencia para adelantar el trámite del proceso, ya que de conformidad con lo plasmado en el escrito de acusación, la FGN adicionaría los delitos de trata de personas agravado y concierto para delinquir agravado, los cuales son de resorte de los Juzgados Penales del Circuito Especializados. 

3.3 Los artículos 54, 55 y 341 de la Ley 906 de 2004, que se refieren a la competencia de las autoridades judiciales, señalan que una vez detectada la situación que genera la incompetencia, ya sea decretada por el funcionario o a instancia de las partes, el expediente se remite directamente al funcionario (superior jerárquico), quien debe definir a qué despacho le corresponde continuar su trámite. 

3.4 Atendiendo lo establecido en el artículo 54 C.P.P., el aspecto relacionado a la declaratoria de incompetencia se debe proponer y resolver en la audiencia de formulación de acusación.
3.5 Los artículos 188A, 188 B y 340 inciso 2º del Código Penal disponen lo siguiente: 

“ARTÍCULO 188-A. TRATA DE PERSONAS. El que capte, traslade, acoja o reciba a una persona, dentro del territorio nacional o hacia el exterior, con fines de explotación, incurrirá en prisión de trece (13) a veintitrés (23) años y una multa de ochocientos (800) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Para efectos de este artículo se entenderá por explotación el obtener provecho económico o cualquier otro beneficio para sí o para otra persona, mediante la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre, la explotación de la mendicidad ajena, el matrimonio servil, la extracción de órganos, el turismo sexual u otras formas de explotación.

El consentimiento dado por la víctima a cualquier forma de explotación definida en este artículo no constituirá causal de exoneración de la responsabilidad penal.”
“ARTÍCULO 188-B. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. Las penas para los delitos descritos en el artículo 188 y 188-A, se aumentará de una tercera parte a la mitad, cuando:

1. Cuando se realice en persona que padezca, inmadurez psicológica, trastorno mental, enajenación mental y trastorno psíquico, temporal o permanentemente o sea menor de 18 años. (…)”

“ARTÍCULO 340. Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, cada una de ellas será penada, por esa sola conducta, con prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) meses.

<Inciso modificado por el artículo 19 de la Ley 1121 de 2006. El nuevo texto es el siguiente:> Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos, o Financiamiento del Terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, la pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho (18) años y multa de dos mil setecientos (2700) hasta treinta mil (30000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. (…)”

En la actualidad dicha norma señala lo siguiente: 

“ARTICULO 340. CONCIERTO PARA DELINQUIR. <Artículo modificado por el artículo 5 de la Ley 1908 de 2018. El nuevo texto es el siguiente:> Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, cada una de ellas será penada, por esa sola conducta, con prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) meses.
Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada, tortura, desplazamiento forzado, tráfico de niñas, niños y adolescentes, trata de personas, del tráfico de migrantes, homicidio, terrorismo, tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, drogas tóxicas o sustancias sicotrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos, o financiación del terrorismo y de grupos de delincuencia organizada y administración de recursos relacionados con actividades terroristas y de la delincuencia organizada, ilícito aprovechamiento de los recursos naturales renovables, contaminación ambiental por explotación de yacimiento minero o hidrocarburo, explotación ilícita de yacimiento minero y otros materiales, y delitos contra la administración pública o que afecten el patrimonio del Estado, la pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho (18) años y multa de dos mil setecientos (2.700) hasta treinta mil (30.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. (…)”

3.6 De conformidad con lo expuesto en el escrito de acusación se infiere que en el caso objeto de estudio los hechos objeto de investigación, atribuidos a los señores HFTV, Martha Rocío Trejos Trejos, Ferney de Jesús Zuluaga Álvarez, Jorge Evelio Trejos, John Jamez Becerra Tapasco, José Luis Hincapié Ladino, John Jairo Arenas Restrepo, Gilberto de Jesús Betancurt, López, Wilmer Antonio Bermúdez Maldonado, Aicardo de Jesús González Álvarez, acontecieron en el municipio de Quinchía, en los que estas personas presuntamente se asociaron con el fin de cometer delitos en contra la libertad, integridad y formación sexuales en los cuales fueron víctimas las menores Y.V.V., A.P.V.A. y M.C.E.M. 

3.7 En ese mismo sentido en el escrito de acusación se indicó que el señor HFTV conocido como “el sastre”, era el líder de ese grupo de personas y era el encargado de reclutar a las menores de edad con el fin de explotarlas a través de ofertas de índole sexual, en unos denominados “parches los cuales se realizaban en su lugar de residencia, en los que se materializaban los encuentros entre las víctimas y los demás acusados. 
De ese mismo documento también se extracta que la señora Martha Rocío Trejos Trejos en diferentes oportunidades contactó a Y.V.V. para que le prestara servicios sexuales a su compañero sentimental José Luis Hincapié Ladino, quien aparentemente en una oportunidad encerró a dicha menor y para dejarla salir la accedió carnalmente. 

Así mismo se afirma que la señora Trejos Trejos requirió a la menor L.V.Q.M. a quien le hizo propuestas para que se prostituyera a cambio de dinero y que la acusada les suministraba sustancias estupefacientes a las menores para que cumplieran dichas actividades ilícitas. 
Respecto a los señores Aicardo de Jesús González Álvarez, Jhon Jairo Arenas Restrepo, Wilmer Antonio Bermúdez, Jorge Evelio Trejos Ferney de Jesús Zuluaga Álvarez, Jorge Evelio Trejos , Jhon James Becerra Tapasco, José Luis Hincapié Ladino, John Jairo Arenas Restrepo, Gilberto de Jesús Betancurth López, Wilmer Antonio Bermúez Maldonado y Aicardo de Jesús González Álvarez se dijo que estos sujetos eran los presuntos responsables de haber demandado, contratado y pagado por tener encuentros sexuales con las jóvenes víctimas.  
3.8 En atención a dichas manifestaciones y a la imputación realizada a cada uno de los acusados, se puede inferir que la FGN viene investigando a unas personas que había concertado esfuerzos y voluntades para cometer los delitos de trata de personas agravado, inducción a la prostitución, proxenetismo con menor de edad, estímulo a la prostitución de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años y pornografía con menor de 18 años, y suministro a menor.
3.9 El artículo 35 del CPP hace referencia a la competencia de los jueces penales del circuito especializados en los siguientes términos: 
“ARTÍCULO 35. DE LOS JUECES PENALES DE CIRCUITO ESPECIALIZADOS.  Los jueces penales de circuito especializado conocen de: (…)

17. Concierto para delinquir agravado según el inciso 2o. del artículo 340 del Código Penal. (…)”

3.9 En el caso objeto de estudio, la norma que se encontraba vigente al momento de la presunta comisión de las conductas punibles investigadas, es decir para el año 2016, era la que había sido introducida a través de la reforma realizada a dicho artículo mediante la ley 1121 de 2006, que no contemplaba la trata de personas como agravante de la conducta punible de concierto para delinquir que fue incluida en la reforma introducida en la Ley 1908 de 2018.
En ese sentido se debe advertir que a través de la modificación y ampliación del tipo penal que se dio con la expedición de la ley 1908 de 2018, el delito de concierto para delinquir se encuentra agravado cuando las personas se concretan para incurrir entre otros, en el ilícito de trata de personas. 
3.10 Lo anterior, permite inferir que en el caso objeto de estudio, la modificación de la ley sustancial (art. 340 inciso 2º CP), tuvo un efecto en la norma procesal (Art. 35 CPP), que de conformidad con lo establecido en las disposiciones del artículo 40 la ley 153 de 1887, las normas procesales son de aplicación inmediata, mandato que igualmente fue reproducido por el artículo 624 de la ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso). 

Los alcances de esa obligación en materia normativa fueron precisados por la Corte Constitucional en la sentencia C-200 de 2002, en la cual se dijo lo siguiente:

“4.2 El entendimiento dado por la jurisprudencia del principio de aplicación general inmediata de la ley procesal 

El artículo 40 de la ley 153 de 1887 consagra la regla general de aplicación inmediata de la ley procesal en los siguientes términos: 

Artículo 40.  Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.  Pero los términos que hubieren empezado a correr, y las actuaciones y las diligencias que ya estuvieren iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación. (…) 

En armonía con esta concepción, el legislador ha desarrollado una reglamentación específica sobre el efecto de las leyes en el tiempo, que data de la Ley 153 de 1887, según la cual como regla general las leyes rigen hacia el futuro, pero pueden tener efecto inmediato sobre situaciones jurídicas en curso, que por tanto no se han consolidado bajo la vigencia de la ley anterior, ni han constituido derechos adquiridos sino simples expectativas.  Este es el caso de las leyes procesales, que  regulan actuaciones que en sí mismas no constituyen derechos adquiridos, sino formas para reclamar aquellos.   

En este sentido, dado que el proceso es una situación jurídica en curso, las leyes sobre ritualidad de los procedimientos son de aplicación general inmediata. Al respecto debe tenerse en cuenta que todo proceso debe ser considerado como una serie de actos procesales concatenados cuyo objetivo final es la definición de una situación jurídica a través de una sentencia. Por ello, en sí mismo no se erige como una situación consolidada sino como una situación en curso.  Por lo tanto, las nuevas disposiciones instrumentales se aplican a los procesos en trámite tan pronto entran en vigencia, sin perjuicio de que aquellos actos procesales que ya se han cumplido de conformidad con la ley antigua, sean respetados y queden en firme. Tal es precisamente el sentido del artículo 40 de la ley 153 de 1887 objeto de esta Sentencia. 

Así las cosas, en la medida en que la regla general anotada no desconoce  derechos adquiridos o situaciones jurídicas consolidadas (artículo 58 C.P.),  el texto del artículo 40 de la ley 153 de 1887 que así la establece,  se ajusta a la Constitución. Obviamente en la aplicación de la norma  deberá respetarse  el principio de favorabilidad penal (artículo 29 C.P.).” 

3.11 Como en la actualidad el delito de concierto para delinquir con fines de trata de personas se encuentra previsto en el inciso 2º del artículo 340 del CPP, la competencia para asumir el conocimiento de la actuación mutó a los juzgados penales del circuito especializados tal y como lo establece el precitado artículo 35 de la Ley 906 de 2005.
En consecuencia, no queda otro camino que definir que la competencia para adelantar la presente investigación radica en los juzgados penales del circuito especializados de esta ciudad. 
Con base en lo expuesto en precedencia, El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, Sala de Decisión Penal, 
RESUELVE

PRIMERO: DEFINIR que la competencia para continuar con el conocimiento del proceso, corresponde a los Juzgados Penales del Circuito Especializados de Pereira.

REMITIR INMEDIATAMENTE el expediente al despacho en mención, para que continúe con el trámite correspondiente.

TERCERO: Contra esta decisión no procede recurso alguno. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Corte Constitucional Sentencia C- 200 de 2002.
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